SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 004

RADICACIÓN: 660013187001201800156-01

ACCIONANTE: VIVIANA LORENA PATIÑO O.

REVOCA Y DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TRABAJO / MÍNIMO VITAL / TRABAJADOR INCAPACITADO / CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS / NO PROCEDE TUTELA PARA ORDENAR RENOVACIÓN SI FINIQUITO DE LA RELACIÓN LABORAL OBEDECIÓ AL VENCIMIENTO DEL TÉRMINO DEL CONTRATO CELEBRADO.
Frente a la procedencia de la acción de tutela en asuntos de naturaleza laboral, así se ha referido el Tribunal Constitucional:

“Respecto de la procedencia de la acción de tutela para efectos de ordenar el reintegro, es importante resaltar que, en principio, los jueces no pueden admitir el trámite de la acción constitucional para resolver este tipo de pretensiones, toda vez que es competencia de la jurisdicción laboral, estudiar a fondo las circunstancias que rodean una desvinculación, para posteriormente determinar si se ajusta a los requisitos determinados en el Código sustantivo del Trabajo o si, por el contrario, es procedente el reintegro…” (…)
De la información allegada al expediente se evidencia sin dubitación alguna, que la señora VIVIANA PATIÑO venía siendo nombrada desde hacía varios años a través de un contrato de prestación de servicios con prestaciones, y el último de estos se suscribió entre enero 11 de 2018 hasta diciembre 16 de 2018. De ello se puede colegir, con meridiana claridad, que en efecto existía un pacto entre la hoy accionante y la UTP, y que éste concluía en diciembre 16, sin que la entidad tuviera la obligación de proceder a realizar nuevamente la prórroga del contrato.

Ahora bien, aunque la accionante pretende hacer ver que el despido al parecer fue injusto dado que para esa fecha se encontraba incapacitada, de la información aportada al expediente no existe duda alguna que el rompimiento de la relación laboral lo fue por haberse terminado el vínculo contractual que la misma sostenía, pero en momento alguno su situación médica tuvo injerencia en tal determinación…
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                                            RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, primero (1°) de febrero de dos mil diecinueve (2019)

Acta de Aprobación N° 057

Hora: 9:00 a.m.

1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la rectora (e) de la Universidad Tecnológica de Pereira -en adelante UTP-, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda) con ocasión de la acción de tutela interpuesta por la ciudadana VIVIANA LORENA PATIÑO OTÁLVARO por intermedio de apoderado judicial.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se relatan en el escrito de tutela se pueden sintetizar así: (i) la señora VIVIANA PATIÑO laboró al servicio de la Universidad Tecnológica de Pereira en los siguientes periodos: desde el 03 de marzo de 2003 hasta el 30 de diciembre de 2005, los años 2006 y 2007, el año 2008 desde enero 17, los años 2011, 2012 y 2013 por el término de 11 meses y medio cada contrato, y desde el año 2014 hasta la fecha con un contrato en la modalidad transitorio administrativo por el término de once meses y medio cada año; (ii) las funciones las realizaba en las facultades de ingeniería eléctrica, electrónica, física y ciencias de la computación; (iii) en el año 2014 a la señora VIVIANA LORENA le diagnosticaron un trastorno de disco lumbar por lo cual comenzó tratamiento médico y en febrero 07 de 2018 la incapacitaron por dicha enfermedad, pero además por trastorno del riñón y la uretra, incapacidad que ha sido continua; (iv) fue intervenida quirúrgicamente, sin embargo, su situación de salud se agravó; (v) ya hubo remisión al fondo de pensiones para la calificación del grado de pérdida de capacidad laboral; (vi) en junio 19 de 2018 la NUEVA EPS en su dependencia técnica de medicina laboral emitió el concepto de rehabilitación desfavorable; (vii) la Universidad Tecnológica de Pereira en diciembre 12 de 2018 mediante correo electrónico le comunicó su decisión unilateral de no renovar el contrato administrativo transitorio, debido a su enfermedad e incapacidad laboral; (viii) la accionante cuenta con 38 años de edad, tiene dos hijos menores de edad, su esposo labora como docente catedrático de la Universidad Tecnológica a través de contrato laboral precario, toda vez que su relación laboral es solo por cuatro meses por semestre académico; (ix) la desvinculación laboral significará la imposibilidad de continuar con el tratamiento médico y su posibilidad de mejora en la salud; y (x) la Universidad no solicitó autorización de terminación unilateral de la relación laboral por parte del Ministerio de Trabajo.

Con fundamento en lo anterior, se solicita amparar el derecho fundamental al trabajo, a la salud en conexidad con la vida, al mínimo vital, a la seguridad social y la estabilidad laboral reforzada, en consecuencia se ordene renovar el contrato administrativo transitorio que se ha dado de manera sucesiva desde el mes de enero de 2018, y ordenar a la accionada que una vez terminado el tratamiento y exista un concepto definitivo de no rehabilitación la UTP vigile el procedimiento a seguir en el respectivo proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral, con miras a obtener la pensión de invalidez de origen común. Igualmente que la accionada pague los salarios y demás prestaciones dejadas de percibir desde la fecha de la no renovación del contrato hasta que efectivamente sea vinculada.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda el juez de primer nivel corrió traslado a la UTP. 

- El Rector de la UTP se opone a las pretensiones de la accionante y manifiesta: (i) no es cierto que se trata de un contrato de manera ininterrumpida, por cuanto el tipo de vinculación ocasional o transitorio administrativo sí genera una solución de continuidad o interrupción debido a que en cada anualidad se liquida el vínculo que el trabajador tenía con la Universidad; (ii) corresponde a la parte accionante demostrar por qué la tutela es una medida necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable; (iii) de acuerdo con la naturaleza jurídica del contrato no es necesario el preaviso, dada la finalización del vínculo seguida de la liquidación de las prestaciones sociales; (iv) la acción de tutela es improcedente, pues no es el mecanismo más idóneo para hacer valer los derechos fundamentales presuntamente vulnerados; (v) al tratarse de un conflicto laboral entre un contratista y una entidad del estado, la jurisdicción llamada a resolver la eventual controversia sería la contenciosa administrativa, tal como se dispone en la ley 1437/11; (vi) el Estatuto de contratación de la UTP, define el contrato transitorio administrativo como aquel que celebra la Universidad a través de personas naturales para el desarrollo de actividades temporales; (vii) la anterior modalidad de contratación se realiza con una duración definitiva, y existe interrupción del servicio entre cada periodo contractual; y (viii) teniendo en cuenta el estado de salud de la contratista y bajo el principio de solidaridad y en aras de garantizar el derecho a la seguridad social, la UTP ha realizado los aportes a salud y pensión por cuanto la causa de terminación no es la incapacidad sino la expiración del plazo, por tanto, una vez finalice la incapacidad de la contratista, la Universidad podrá vincularla nuevamente.

3.2.- El juez de primer grado en diciembre 28 de 2018 profirió sentencia por medio de la cual amparó los derechos fundamentales deprecados por la accionante, y ordenó a la UTP renovar el contrato administrativo de prestación de servicios en los términos y condiciones que lo venía haciendo, en un cargo en el que desarrolle funciones acordes con sus condiciones de salud, que deberá ser evaluado por los médicos de salud ocupacional de la entidad.

Para llegar a la anterior determinación consideró que la desvinculación fue en razón de la disminución de su capacidad laboral y señaló que la facultad que le confiere la ley al empleador para dar por terminado el contrato laboral cuando transcurren más de 180 días de incapacidad se encuentra restringida en los casos en que estos cuentan con una protección constitucional que refuerza su estabilidad, tal y como se presenta en los casos de las mujeres embarazadas y en personas con discapacidad. En el último de los casos resulta imprescindible la autorización del Ministerio de Trabajo, procedimiento que no se dio en este proceso.

4.- IMPUGNACIÓN

La Rectora (e) de la UTP solicita se deniegue el amparo por no ser la acción de tutela el mecanismo procesal idóneo para obtener la consecución de lo pretendido. Como fundamento expone:

En el presen caso no existe un perjuicio irremediable en la forma como lo presenta la accionante y como lo asume la jurisprudencia, más aun cuando la accionante dispone de otro medio de defensa judicial para hacer valer sus derechos laborales.

La Corte Constitucional en sentencia T-647/15 interpretó que de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, esta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley.

La acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados.

En la sentencia SU-961/99 se consideró que: “en cada caso, el juez está en la obligación de determinar si las acciones disponibles le otorgan una protección eficaz y completa a quien la interpone”

Por lo anterior y por tratarse de un conflicto laboral entre un empleado público y la entidad estatal que la entidad estatal que lo vinculó, la jurisdicción llamada a resolver la eventual controversia sería el contencioso administrativo, tal como se dispone en el numeral 4 del artículo 104 de la ley 1437 de 2011.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto consideró procedente el amparo impetrado por la señora  VIVIANA PATIÑO, y ordenó renovar el contrato administrativo de prestación de servicios con prestaciones en los términos y condiciones que lo venía haciendo, a un cargo en el que desarrolle funciones acordes con sus condiciones de salud; que deberá ser evaluado por los médicos de salud ocupacional de la entidad.  De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

En el caso sometido a estudio la ciudadana VIVIANA PATIÑO por intermedio de apoderado solicitó la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital, al trabajo, la seguridad social y la estabilidad laboral reforzada, los cuales estima quebrantados por parte de la Universidad Tecnológica de Pereira, al no renovar el contrato administrativo de prestación de servicios con prestaciones sin tener en consideración que se encuentra incapacitada por motivo de la enfermedad trastorno de disco lumbar, disfunción neuromuscular de la vejiga e incontinencias urinarias específicas.

El fallador de primer nivel consideró que el amparo invocado es procedente en razón a que no se verificó la autorización por parte del Ministerio de Trabajo; en consecuencia, ordenó se renueve el contrato administrativo de prestación de servicios con prestaciones en los términos y condiciones que venía haciendo.

La rectora (e), se mostró inconforme con esa determinación y solicitó la revocatoria del fallo, principalmente porque la acción constitucional es improcedente al contar la tutelante con la vía contenciosa administrativa y no haber demostrado la accionante la existencia de un perjuicio irremediable. 

Para el Tribunal, dígase desde ya, en contraposición a lo determinado por el juez a quo y en consonancia con lo argumentado por la parte recurrente, en el presente caso no es viable acceder al amparo deprecado debido a que el mismo se torna improcedente, de conformidad con los siguientes planteamientos:

Frente a la procedencia de la acción de tutela en asuntos de naturaleza laboral, así se ha referido el Tribunal Constitucional:

“Respecto de la procedencia de la acción de tutela para efectos de ordenar el reintegro, es importante resaltar que, en principio, los jueces no pueden admitir el trámite de la acción constitucional para resolver este tipo de pretensiones, toda vez que es competencia de la jurisdicción laboral, estudiar a fondo las circunstancias que rodean una desvinculación, para posteriormente determinar si se ajusta a los requisitos determinados en el Código sustantivo del Trabajo o si, por el contrario, es procedente el reintegro.

Sin embargo, en aras de garantizar los derechos de las personas que, por su situación personal, gozan de una especial protección constitucional, la línea jurisprudencial de esta Corporación, ha admitido que, cuando se evidencia que el despido tuvo lugar con ocasión de su estado personal como es el caso de las personas con disminución en su estado de salud, como factores de clara discriminación y sin atender los requisitos para la legalidad del mismo, entonces debe decirse que la acción de tutela se torna idónea para resolver el asunto.
” 

Si bien expresa el apoderado de la señora VIVIANA PATIÑO que por parte de la entidad accionada no se tuvo en cuenta su condición médica, a consecuencia de lo cual no podía haber sido despedida al encontrarse discapacitada, debe señalar la Colegiatura que en el presente asunto nada tuvo que ver su estado de salud para dar por concluida su relación contractual con la UTP, para pregonar con ello que la tutela se torne idónea para resolver el asunto planteado.

De la información allegada al expediente se evidencia sin dubitación alguna, que la señora VIVIANA PATIÑO venía siendo nombrada desde hacía varios años a través de un contrato de prestación de servicios con prestaciones, y el último de estos se suscribió entre enero 11 de 2018 hasta diciembre 16 de 2018. De ello se puede colegir, con meridiana claridad, que en efecto existía un pacto entre la hoy accionante y la UTP, y que éste concluía en diciembre 16, sin que la entidad tuviera la obligación de proceder a realizar nuevamente la prórroga del contrato.

Ahora bien, aunque la accionante pretende hacer ver que el despido al parecer fue injusto dado que para esa fecha se encontraba incapacitada, de la información aportada al expediente no existe duda alguna que el rompimiento de la relación laboral lo fue por haberse terminado el vínculo contractual que la misma sostenía, pero en momento alguno su situación médica tuvo injerencia en tal determinación; es decir, que la finalización de la relación laboral que mantenía la señora VIVIANA PATIÑO con dicha Universidad obedeció al cumplimiento de una causal de orden legal, como lo fue el fenecimiento del contrato que se había suscrito, prueba de ello es que la misma entidad accionada continúa haciendo el pago de la seguridad social con el fin de que la señora VIVIANA LORENA no quede sin los servicios de salud y pueda concluir su tratamiento, situación que se pudo además corroborar con la consulta en la página web de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES- en la cual se informa que la accionante se encuentra en estado activo en la NUEVA EPS a través del régimen contributivo
.

Siendo así las cosas, es evidente que el conflicto sometido a consideración del juez constitucional escapa a su competencia, en cuanto en este no se encuentran involucrados únicamente los intereses de la parte accionante, sino también los de la accionada, y para saber a ciencia cierta y de manera contundente si en verdad le asiste razón a una de ellas, se hace indispensable un análisis minucioso del caso singular, aunado a un amplio debate probatorio en el que se involucren en debida forma las partes para que puedan ejercer el derecho de contradicción, todo lo cual no puede hacerse en el trámite de una acción constitucional como ésta porque es obvio que su restringido término lo impide, de forma tal que el medio idóneo no resulta ser la tutela sino un proceso ante la jurisdicción contenciosa administrativa.

Acorde con los argumentos esbozados en precedencia, esta Corporación revocará la sentencia dictada por la primera instancia y en su lugar se declarará improcedente el amparo invocado.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, y en consecuencia SE DECLARA IMPROCEDENTE el amparo deprecado de conformidad con los argumentos expuestos en el cuerpo motivo de esta providencia.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Corte Constitucional, Sentencia T-190 de 2012.


� Corte Constitucional, Sentencia T-348 de 2014.


� Ver página 117
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